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Corresponderá a los municipios y distritos determinar las demás condiciones y 
procedimientos para garantizar que a través de la correspondiente escritura pública las 
áreas de terreno determinadas como espacio público objeto de cesión obligatoria ingresen 
al inventario inmobiliario municipal o distrital.

Artículo 34. Modifíquese el artículo 2.2.6.1.4.7 de la Sección 4 del Capítulo 1 del 
Título 6 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 del sector 
Vivienda, Ciudad y Territorio, el cual quedará así:

Artículo 2.2.6.1.4.7 Entrega material de las áreas de cesión. La entrega material de 
las zonas objeto de cesión obligatoria, así como la ejecución de las obras y dotaciones 
a cargo del urbanizador sobre dichas zonas, se verificará mediante inspección realizada 
por la entidad municipal o distrital responsable de la administración y mantenimiento del 
espacio público, con base en lo aprobado en la licencia urbanística correspondiente.

La diligencia de inspección se realizará en la fecha que fije la entidad municipal o 
distrital responsable de la administración y mantenimiento del espacio público, levantando 
un acta de la inspección suscrita por el urbanizador y la entidad municipal o distrital 
competente. La solicitud escrita deberá presentarse por el urbanizador y/o el titular de la 
licencia a más tardar, dentro de los seis (6) meses siguientes al vencimiento del término 
de vigencia de la licencia o de su revalidación, y se señalará y comunicará al solicitante 
la fecha de la diligencia, dentro de los cinco (5) días siguientes a partir de la fecha de 
radicación de la solicitud, diligencia que debe ser realizada en un término no mayor a 
treinta (30) días calendario contados a partir de la referida solicitud.

El acta de inspección equivaldrá al recibo material de las zonas cedidas, y será el medio 
probatorio para verificar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del urbanizador 
establecidas en la respectiva licencia. En el evento de verificarse un incumplimiento 
de las citadas obligaciones, en el acta se deberá dejar constancia de las razones del 
incumplimiento y del término que se concede al urbanizador para ejecutar las obras o 
actividades que le den solución, el que en todo caso no podrá ser inferior a quince (15) días 
hábiles. Igualmente se señalará la fecha en que se llevará a cabo la segunda visita, la que 
tendrá como finalidad verificar que las obras y dotaciones se adecuaron a lo establecido 
en la licencia, caso en el cual, en la misma acta se indicará que es procedente el recibo de 
las zonas de cesión.

Si efectuada la segunda visita el incumplimiento persiste, se hará efectiva la condición 
resolutoria de que trata el artículo anterior y se dará traslado a la entidad competente, dentro 
de los tres (3) días hábiles siguientes, para iniciar las acciones tendientes a sancionar la 
infracción en los términos de la Ley 1801 de 2016 o la norma que la adicione, modifique 
o sustituya.

En el evento que dentro de los dos (2) meses siguientes a la solicitud de inspección 
para la entrega material de las áreas de cesión por parte del titular de la licencia, la entidad 
municipal o distrital responsable de la administración y mantenimiento del espacio público 
no realice la inspección o en aquellos en que de manera injustificada se dilate la recepción 
de las áreas con destino al espacio público, se dará aviso a las instancias competentes con 
el objeto que se adelanten las investigaciones pertinentes.

Parágrafo 1°. En el acto que otorgue la licencia se dejará manifestación expresa de la 
obligación que tiene el titular de la licencia de solicitar la diligencia de inspección de que 
trata este artículo.

Parágrafo 2°. En las urbanizaciones por etapas, la ejecución de las obras y dotaciones a 
cargo del urbanizador se hará de manera proporcional al avance del proyecto urbanístico. 
Los municipios y distritos establecerán los mecanismos y procedimientos para asegurar el 
cumplimiento de las obras y dotaciones a cargo del urbanizador.

Artículo 35. Modifíquese el numeral 2 del artículo 2.3.1.1.1. de la Sección 1 del 
Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 3 del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 
2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, el cual quedará así:

2.	 Área o predio urbanizado: Se consideran urbanizados las áreas o predios en los que 
se culminaron las obras de infraestructura de redes, vías locales, parques y equipamientos 
definidas en las licencias urbanísticas y se hizo entrega material de ellas a las autoridades 
competentes o se acredite que realizó la compensación de estas obligaciones por otros 
mecanismos debidamente autorizados por la autoridad competente según las normas en 
virtud de las cuales fueron expedidas. Las áreas útiles de los terrenos urbanizados podrán 
estar construidas o no y, en este último caso, la expedición de las respectivas licencias 
de construcción se someterá a lo dispuesto en el parágrafo 4° del artículo 2.2.6.1.1.7 del 
presente decreto.

También se consideran urbanizados: (i) Los sectores antiguos de las ciudades que con 
fundamento en planos de loteo, urbanísticos, topográficos y/o de licencias de construcción 
expedidas o aprobados por las autoridades competentes deslindaron los espacios públicos 
y privados y actualmente cuentan con infraestructura vial y de prestación de servicios 
públicos que posibilita su desarrollo por construcción; (ii) los terrenos objeto de desarrollo 
progresivo o programas de mejoramiento integral de barrios que completaron su proceso 
de mejoramiento en los aspectos atinentes al desarrollo por urbanización, o que lo 
completen en el futuro; (iii) los asentamientos, barrios, zonas o’ desarrollos que han sido 
objeto de legalización y que completen la construcción de infraestructuras y espacios 
públicos definidos en los actos de legalización y hagan la entrega de las cesiones exigidas, 

salvo que no se hubiere hecho tal previsión; (iv) los sectores o predios que si bien tenían 
un desarrollo incompleto, posteriormente cumplieron la totalidad de las obligaciones 
urbanísticas respectivas en virtud de lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 2.2.6.1.1.4. 
del presente decreto.

Artículo 36. Régimen de transición. Las solicitudes de licencias urbanísticas, 
modificaciones, prórrogas, revalidaciones, y otras actuaciones que se radiquen en legal 
y debida forma antes de la entrada en vigencia del presente decreto, así como las demás 
actuaciones administrativas iniciadas antes de la presente modificación continuarán 
rigiéndose por las disposiciones vigentes al momento de su radicación.

Artículo 37. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación, adiciona y modifica parcialmente el artículo 2.2.1.1; modifica el artículo 
2.2.4.1.7.2 y adiciona un parágrafo al mismo; modifica el artículo 2.2.5.3.1 y adiciona 
los parágrafos 3° y 4° al mismo; adiciona el Capítulo 7 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 
2; modifica los artículos 2.2.5.3.7, 2.2.6.1.1.1, 2.2.6.1.1.6, 2.2.6.1.1.9, 2.2.6.1.2.1.7, 
2.2.6.1.2.2.4, 2.2.6.1.2.3.5, 2.2.6.1.2.3.13, 2.2.6.1.2.4.2., 2.2.6.1.3.2, 2.2.6.1.4.6 y 
2.2.6.1.4.7; modifica el artículo 2.2.6.1.1.4 y adiciona el parágrafo 2° al mismo; modifica 
el parágrafo del artículo 2.2.6.1.1.5; modifica el numeral 3 del artículo 2.2.6.1.1.11 y 
adiciona los parágrafos 1° y 2° al mismo; modifica el artículo 2.2.6.1.2.1.5 y adiciona los 
parágrafos 2° y 3° al mismo; modifica el artículo 2.2.6.1.2.2.1 y adiciona el parágrafo 3° 
al mismo; modifica el parágrafo del artículo 2.2.6.1.2.2.2; modifica los parágrafos 1°, 2° 
y 3° del artículo 2.2.6.1.2.2.3; modifica los parágrafos 1° y 2° del artículo 2.2.6.1.2.3.1 y 
adiciona los parágrafos 3° y 4° al mismo; modifica el parágrafo del artículo 2.2.6.1.2.3.3; 
modifica los numerales 9 y 10 del artículo 2.2.6.1.2.3.6 y adiciona los numerales 16 y 17 al 
mismo; modifica el artículo 2.2.6.1.2.4.3 y adiciona el parágrafo 3° al mismo; modifica los 
numerales 1, 7 y 8 y los parágrafos 2° y 6° y adiciona el parágrafo 7° al artículo 2.2.6.1.1.7; 
modifica los numerales 6, 7 y 8 y el parágrafo 2° del artículo 2.2.6.1.3.1 y adiciona los 
parágrafos 4° y 5° al mismo; adiciona los parágrafos 2° y 3° al artículo 2.2.6.1.4.1; 
modifica el artículo 2.2.6.1.2.4.1 y adiciona los parágrafos 4° y 5°; adiciona los parágrafos 
4° y 5° al artículo 2.2.6.1.2.1.1; adiciona un parágrafo al artículo 2.2.6.1.2.3.7; adiciona 
los parágrafos 3° y 4° al artículo 2.2.6.1.2.3.9; modifica el numeral 2 del artículo 2.3.1.1.1 
del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio; 
y deroga el parágrafo del artículo 2.2.6.1.1.9 y los artículos 2.2.5.3.3; 2.2.6.1.2.1.3; 
2.2.6.1.2.1.4 y 2.2.6.1.2.3.2 del mismo decreto y las demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 20 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.

El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Jonathan Tybalt Malagón González.

DECRETO NÚMERO 1784 DE 2021
(diciembre 20)

por el cual se modifica parcialmente el Decreto 1077 de 2015 en lo relacionado con 
el análisis de prefactibilidad y la localización de los Macroproyectos de Interés Social 

Nacional.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le 
confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 182 del 
Decreto Nacional 019 de 2012, y

CONSIDERANDO:

Que el parágrafo del artículo 5° de La ley 1469 de 2011 determinó que el Gobierno 
debía reglamentar los contenidos establecidos en dicho artículo y determinar los requisitos 
que deberán presentar quienes adelanten la iniciativa del macroproyecto en cada una de 
sus fases.

Que, de acuerdo con la facultad señalada, el Gobierno nacional en el Libro 2, Parte 2, 
Título 4, Capítulo 2, Sección 2 del Decreto Único Reglamentario 1077 del 26 de mayo de 
2015, del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentó las condiciones generales que 
deben cumplir los Macroproyectos de Interés Social Nacional.

Que el parágrafo 1° del artículo 2.2.4.2.2.3.1.1. del Decreto 1077 de 2015 determinó 
que “(...) no procederá la localización de un Macroproyecto de Interés Social Nacional en 
áreas de conservación y protección ambiental, tales como las áreas del sistema nacional 
de áreas protegidas salvo lo dispuesto en el parágrafo 2° del mencionado artículo, áreas 
de especial importancia ecosistémica como reservas de recursos naturales, páramos, 
subpáramos, nacimientos de agua, zonas de recarga de acuíferos, humedales de la lista 
de importancia internacional de la Convención Ramsar, manglares, zonas de playa y 
bajamar”.

Que así mismo, el artículo en mención del Decreto 1077 de 2015 determinó que “(...) 
El análisis ambiental a nivel de prefactibilidad corresponderá a la Corporación Autónoma 
Regional o de Desarrollo Sostenible correspondiente, y debe evaluar las condiciones de 
viabilidad ambiental del área de planificación del proyecto en términos de la localización 
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e impacto en su área de planificación preliminar y su correspondiente área de influencia; 
disponibilidad, demanda y uso de recursos naturales renovables. El pronunciamiento 
ambiental favorable de la Corporación Autónoma Regional o de Desarrollo Sostenible, 
será requisito previo para la expedición del acto administrativo de anuncio (...)”.

Que cuando los Macroproyectos de Interés Social Nacional (MISN) pretendan 
desarrollarse sobre áreas de recarga de acuíferos, resulta pertinente determinar las 
condiciones que permitan a la autoridad ambiental competente, definir la pertinencia de su 
localización en dichas áreas.

Que en mérito de lo expuesto;
DECRETA:

Artículo 1º. Modifíquese y adiciónese el artículo 2.2.4.2.2.3.1.1 del Decreto 1077 de 
2015, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.4.2.2.3.1.1 Análisis de prefactibilidad. El análisis de prefactibilidad 
tiene por objeto que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio identifique de manera 
preliminar si existen las condiciones técnicas, jurídicas y financieras que posibiliten el 
desarrollo de un macroproyecto.

El análisis ambiental a nivel de prefactibilidad corresponderá a la Corporación 
Autónoma Regional o de Desarrollo Sostenible correspondiente, y debe evaluar las 
condiciones de viabilidad ambiental del área de planificación del proyecto en términos 
de la localización e impacto en su área de planificación preliminar y su correspondiente 
área de influencia; disponibilidad, demanda y uso de recursos naturales renovables. 
El pronunciamiento ambiental favorable de la Corporación Autónoma Regional o de 
Desarrollo Sostenible, será requisito previo para la expedición del acto administrativo de 
anuncio.

Parágrafo 1°. De conformidad con lo dispuesto en el presente artículo y la normativa 
ambiental vigente, no procederá la localización de un Macroproyecto de Interés Social 
Nacional en áreas de conservación y protección ambiental, tales como las áreas del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas y áreas de especial importancia ecosistémica como reservas 
de recursos naturales, páramos, subpáramos, nacimientos de agua, zonas de recarga de 
acuíferos, humedales de la lista de importancia internacional de la Convención Ramsar, 
manglares, zonas de playa y bajamar, salvo lo dispuesto en los parágrafos 2° y 3° del 
presente artículo.

Parágrafo 2°. Cuando los componentes del Macroproyecto de Interés Social Nacional 
(MISN) se pretendan localizar en zonas de recarga de acuíferos, los promotores del 
mismo deberán realizar estudios de mayor detalle para identificar y delimitar las zonas de 
recarga potencial del acuífero, entre los que se incluyan los aspectos relacionados con la 
continuidad de los servicios ecosistémicos.

Dichos estudios de mayor detalle y los criterios para definir la localización de los 
componentes del Macroproyecto, a los que hace referencia el parágrafo transitorio 2 A 
del presente artículo, servirán de base para la evaluación que deberán llevar a cabo las 
Autoridades Ambientales competentes, con el fin de establecer la viabilidad o no de dicha 
localización.

La evaluación y decisión ambiental deberá garantizar que la localización del 
Macroproyecto de Interés Social Nacional (MISN) no afecta la continuidad de los servicios 
ecosistémicos, en temáticas como: Tasa de recarga, continuidad del flujo base hacia fuentes 
de agua superficial, manantiales o hacia ecosistemas interconectados hidráulicamente con 
dichas zonas y la no afectación de la calidad del agua subterránea y ecosistemas conexos.

Parágrafo 2° A Transitorio. Los parámetros para la realización de los estudios de 
mayor detalle, así como los criterios para definir la localización de los componentes 
del macroproyecto respecto a la zona de recarga de acuíferos, se realizarán en un lapso 
máximo de seis (6) meses a la entrada en vigencia de la presente modificación, de acuerdo 
con los lineamientos y parámetros que establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, quien contará con el concepto previo no vinculante por parte del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio.

Parágrafo 3°. Los humedales, la franja paralela a los cuerpos de agua de que trata 
el artículo 83 literal d) del Decreto ley 2811 de 1974 y las zonas de preservación y 
restauración de los distritos de manejo integrado deberán considerarse al interior de la 
unidad de planificación del macroproyecto respectivo, como suelo de protección y en 
ningún caso podrán ser considerados como parte de las áreas netas urbanizables.

Los macroproyectos que puedan afectar reservas forestales protectoras atenderán lo 
establecido en la legislación ambiental vigente.

Artículo 2. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica y 
adiciona el artículo 2.2.4.2.2.3.1.1 del Decreto 1077 de 2015, y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Publíquese, y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 20 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Jonathan Tybalt Malagón González.

Ministerio de Transporte

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 20213040061815 DE 2021

(diciembre 20)
por la cual se establecen tarifas diferenciales en la estación de peaje Río Blanco ubicada 

en la carretera Rionegro-San Alberto, Ruta 45 A 08.
La Ministra de Transporte, en ejercicio de las facultades legales y en especial las 

conferidas por el artículo 21 de la Ley 105 de 1993, modificado parcialmente por el artículo 
1° de la Ley 787 de 2002 y el numeral 6.15 del artículo 6° del Decreto 087 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que la Ley 105 de 1993, “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, 

se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones” en su 
artículo 21 modificado parcialmente por el artículo 1° de la Ley 787 de 2002, establece lo 
siguiente:

“Artículo 21. Tasas, tarifas y peajes en la infraestructura de transporte a cargo de la 
Nación. Para la construcción y conservación de la infraestructura de transporte a cargo 
de la Nación, esta contará con los recursos que se apropien en el Presupuesto Nacional 
y además cobrará el uso de Las obras de infraestructura de transporte a los usuarios, 
buscando garantizar su adecuado mantenimiento, operación y desarrollo.

Para estos efectos, la Nación establecerá peajes, tarifas y tasas sobre el uso de la 
infraestructura nacional de transporte y los recursos provenientes de su cobro se usarán 
exclusivamente para ese modo de transporte.

Todos los servicios que la nación o sus entidades descentralizadas presten a los 
usuarios accesoriamente a la utilización de la infraestructura Nacional de Transporte, 
estarán sujetos al cobro de tasas o tarifas.

Para la fijación y cobro de tasas, tarifas y peajes, se observarán los siguientes 
principios:

a) 	 Los ingresos provenientes de la utilización de la infraestructura de transporte, 
deberán garantizar su adecuado mantenimiento, operación y desarrollo;

b) 	 Deberá cobrarse a todos los usuarios, con excepción de las motocicletas y 
bicicletas, máquinas extintoras de incendios de los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, 
Cuerpo de Bomberos Oficiales, ambulancias pertenecientes a la Cruz Roja, Defensa Civil, 
Hospitales Oficiales, Vehículos de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, vehículos 
oficiales del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec), vehículos oficiales 
del (DAS) Departamento Administrativo de Seguridad y de las demás instituciones que 
prestan funciones de Policía Judicial;

c) 	 El valor de las tasas o tarifas será determinado por la autoridad competente; su 
recaudo estará a cargo de las entidades públicas o privadas, responsables de la prestación 
del servicio,

d)	 Las tasas de peaje serán diferenciales, es decir, se fijarán en proporción 
a las distancias recorridas, las características vehiculares y sus respectivos costos de 
operación;

e) 	 Para la determinación del valor del peaje y de las tasas de valoración en las vías 
nacionales, se tendrá en cuenta un criterio de equidad fiscal.

Parágrafo 1º. La nación podrá en caso de necesidad y previo concepto del Ministerio 
de Transporte, apropiar recursos del Presupuesto Nacional para el mantenimiento, 
operación y desarrollo de la infraestructura de transporte.

Parágrafo 2°. Para tener derecho a la exención contemplada en el literal b), es de 
carácter obligatorio que los vehículos allí relacionados, con excepción de las bicicletas 
y motocicletas, estén plenamente identificados con los emblemas, colores y distintivos 
institucionales de cada una de las entidades y organismos a los cuales pertenecen. Para 
efectos de control, el Ministerio de Transporte reglamentará lo pertinente.

Parágrafo 3°. Facúltese a las Entidades Territoriales para decretar las exenciones 
contempladas en el literal b), del artículo 1°.

Parágrafo 4°. Se entiende también las vías “Concesionadas””;
Que el numeral 6.15. del artículo 6° del Decreto 087 de 2011 “por el cual se 

modifica la estructura del Ministerio de Transporte y se determinan las funciones de sus 
dependencias” establece que son funciones del Ministerio de Transporte, las siguientes:

“Artículo 6°. Funciones del Despacho del Ministro de Transporte. Son funciones 
del Despacho del Ministro de Transporte, además de las señaladas por la Constitución 
Política y la ley, las siguientes:

(...) 6.15. Establecer los peajes, tarifas, tasas y derechos a cobrar por el uso de la 
infraestructura de los modos de transporte, excepto el aéreo”;

Que el Decreto 1292 de 2021 “por el cual se modifica la estructura del Instituto 
Nacional de Vías (Invías)”; establece que el Instituto Nacional de Vías (Invías) tiene 
por objeto la ejecución de las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos de la 
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